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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 17 de mayo de 2023. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone adicionar un párrafo segundo y recorrer el párrafo segundo 

como tercero del artículo 45 de la Ley para la Protección de los Pueblos 

y Comunidades Indígenas en el Estado de Guanajuato, se señala lo 

siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 25 de 

abril de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 16, celebrada el 27 de abril del año 2023, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 19, celebrada el 17 de 

mayo de 2023, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo parlamentario del «Partido 

Acción Nacional», de adicionar un párrafo segundo y recorrer el 

párrafo segundo como tercero del artículo 45 de la Ley para la 

Protección de los Pueblos y Comunidades Indígenas en el Estado de 

Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que 

a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo general: 

La iniciativa que se presenta plantea para «hacer viable el 

beneficio de desventaja social de los pueblos o comunidades 

indígenas o cualquiera de sus integrantes, en la aplicación de trámites 

administrativos y en la jurisdicción estatal o municipal» derivado de la 

complejidad a la que se enfrentan los pueblos indígenas al acceder a 

la justicia. Tema en el cual, a pesar de los avances jurídicos, la 

participación política de dicho sector es limitada, sus niveles 

socioeconómicos se encuentran por debajo del promedio nacional, su 

identidad cultural es negada y sus características culturales son 

menospreciadas por la sociedad mayoritaria o hegemónica. 

En este sentido, plantea la necesidad de atender dicha 

problemática, a través de políticas públicas e interculturales de justicia, 

que tomen en cuenta una visión diferenciadora, considerando en sus 

fallos los elementos culturales, sociales, económicos y espirituales de los 



 

4 

 

pueblos. Cuestión que el promovente declara debe ser ampliada a la 

prestación de servicios del estado y de los municipios hacia estos 

pueblos y comunidades, donde deben ser apoyados para que ciertos 

trámites y servicios sean otorgados de forma gratuita. 

En cuanto a la propuesta, en lo general 

Es importante reconocer que los pueblos y comunidades indígenas 

en México han sido históricamente marginados y discriminados, lo que 

ha generado una desigualdad en el acceso a los servicios y recursos 

básicos, así como en la participación en los procesos democráticos y 

de justicia. Al respecto podemos encontrar los siguientes 

antecedentes. 

Legislación Internacional 

El 27 de junio de 1989, durante la Septuagésima Sexta Reunión de 

la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo 

(OIT), celebrada en Ginebra, Suiza, se adoptó el Convenio 169 relativo 

a los Pueblos Indígenas y Tribales.  

Dicho convenio, se sustenta en dos principales postulados: el 

derecho de los pueblos indígenas a mantener y fortalecer sus culturas, 

formas de vida e instituciones propias, y su derecho a participar de 

manera efectiva en las decisiones que les afectan. Por lo que 

constituyen la base sobre la cual debe interpretarse el mismo1. Aunado 

 

1 Convenio Núm. 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales. Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Consultado el 8 de mayo de 2023 en https://bit.ly/2AADm9S  

https://bit.ly/2AADm9S
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a lo anterior, hasta la fecha es considerado uno de los instrumentos 

jurídicos de mayor relevancia pues marca pauta a una nueva forma 

de relacionar a los Estados con los pueblos indígenas.  

Al ratificar un convenio de la OIT, el Estado miembro adquiere el 

compromiso de adecuar su legislación nacional e incentivar las 

acciones pertinentes acorde a las disposiciones adoptadas en el 

Convenio. 

En nuestro país el Convenio 169 fue aprobado por la Cámara de 

Senadores del Congreso de la Unión el 11 de julio de 1990, según el 

Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, con fecha 3 

de agosto del mismo año. 

Posteriormente, en su resolución 49/214, de 23 de diciembre de 

1994, la Asamblea General de Naciones Unidas estableció el 9 de 

agosto de cada año para celebrar Día Internacional de los Pueblos 

Indígenas del Mundo2. 

Legislación Nacional  

Con base en los resultados del Cuestionario Ampliado del Censo 

de Población y Vivienda 2020, se estimó que, de acuerdo con su 

cultura, 23.2 millones de personas de tres años y más se 

autoidentificaron como indígenas. De estas el 30.8% hablaban alguna 

lengua indígena mientras que el 69.2%, no. 

 

2 Día Internacional de los Pueblos Indígenas. Consultado el 8 de mayo de 2023 en https://bit.ly/3VNEK1U  

https://bit.ly/3VNEK1U
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En 2020, en nuestro país se contabilizaron 2 858 588 hogares 

censales indígenas3 lo que se traduce en 8.1% del total de hogares 

censales (35 219 141) en México.4 

La Constitución Política Federal reconoce a la Nación Mexicana 

como única e indivisible, con una composición pluricultural, sustentada 

en sus pueblos indígenas. 

Al respecto, establece lo siguiente: 

Artículo 2.  

[…]  

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los 

pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en 

consecuencia, a la autonomía para: 

I. a VII. […] 

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar 

ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, 

individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus 

costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de 

esta Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser 

asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su 

lengua y cultura. 

 

 

3 Para identificar a la población indígena el Instituto Nacional de Estadística Geografía (INEGI) utilizó el 
criterio del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (INPI), que consta de seleccionar a toda la población de 
viviendas donde la jefa, jefe, cónyuge o alguno de los ascendientes, declararon hablar lengua indígena.  

4 Comunicado de prensa. Núm. 430/22. 8 de agosto de 2022. Estadísticas a propósito del Día Internacional 
de los Pueblos Indígenas. Consultado el 8 de mayo de 2023 en https://bit.ly/44MOU7e  

https://bit.ly/44MOU7e
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B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para 

promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar 

cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y 

determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los 

derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y 

comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas 

conjuntamente con ellos. 

Mientras tanto, en el estado de Guanajuato, la Constitución 

Política del Estado reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y 

las comunidades indígenas a la libre determinación y autonomía5, en 

los términos y condiciones que determine la Ley de la materia, 

tomando en cuenta los principios generales del artículo 2° de la 

Constitución Federal, criterios etnolingüísticos y de asentamientos 

físicos. 

En ése sentido, el artículo 14 de la Ley para la protección de los 

Pueblos y Comunidades Indígenas en el Estado de Guanajuato 

contempla que los sujetos obligados6 implementarán acciones 

 

5 Artículo 1. En el Estado de Guanajuato todas las personas gozan de los derechos humanos y de las garantías 
para su protección reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como en los consagrados por esta Constitución y sus 
Leyes Reglamentarias, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 
que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece. 

[…] 
 
Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre 

determinación y autonomía, en los términos y condiciones que determine la Ley de la materia, tomando en cuenta 
los principios generales del artículo 2º de la Constitución Federal y criterios etnolingüísticos y de asentamientos físicos 

[…]  
6 Artículo 2. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

garantizarán el cumplimiento de esta Ley. 
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encaminadas a promover la igualdad de oportunidades de los 

indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, todo ello, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, mientras que, el Estado 

garantizará el efectivo acceso de los integrantes de pueblos y 

comunidades indígenas al sistema de impartición de justicia del Estado, 

en el que deberán tomarse en cuenta sus derechos, usos y costumbres, 

como miembros. 

Acorde al proyecto Acceso a la justicia de los pueblos indígenas: 

guía para la atención especializada por parte de las oficinas de 

Ombudsman7 la población indígena acumula, además de las 

dificultades generales de acceso a la justicia, todas aquellas que 

derivan de su marginalidad económica, política y social, aunado a las 

provenientes de la falta de adecuación de los sistemas legales y 

jurisdiccionales a sus características lingüísticas y culturales, y a las 

dinámicas sociales específicas en las que se desenvuelven. Por lo tanto, 

el acceso de los pueblos indígenas a la justicia es un tema en el cual 

aún quedan muchas cuestiones por hacer.    

Los avances en materia de impartición de justicia resultan escasos 

para garantizar los derechos de los pueblos indígenas y el acceso a los 

recursos judiciales y administrativos. Es necesario, ahondar y promover 

acciones que permitan avanzar en la celeridad con que los asuntos 

 

7 Acceso a la justicia de los pueblos indígenas. Guía para la atención especializada por parte de las oficinas de 
Ombudsman. Consultado el 8 de mayo de 2023 en https://bit.ly/3pnnSDe  

https://bit.ly/3pnnSDe
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son resueltos, los costos económicos que implican y la calidad de las 

soluciones.  

En cuanto a la propuesta, en lo particular 

Legislar en favor de las comunidades indígenas para incorporar en 

la ley la gratuidad de los trámites administrativos, como lo son la 

publicación de edictos en el Periódico Oficial, en la expedición de 

trámites registrales y de actas del estado civil, así como la dispensa de 

presentar copias de traslado de la denuncia, demanda y recursos, y 

cuando sea procedente la suplencia de la queja, se aplique con una 

perspectiva conforme a las características culturales propias de los 

pueblos o comunidades indígenas en la resolución que deban hacer 

las autoridades, tiene varias ventajas:  

• En primer lugar, esto ayudaría a garantizar el acceso efectivo de 

las comunidades indígenas a la justicia y a los servicios públicos, 

eliminando las barreras económicas y culturales que impiden su 

participación activa en la vida democrática del país.  

• En segundo lugar, la incorporación de estas medidas en la ley 

promueve la inclusión social y la igualdad de oportunidades para 

las comunidades indígenas, contribuyendo a reducir la brecha 

de desigualdad que históricamente ha afectado a estos grupos. 

• En tercer lugar, la perspectiva culturalmente apropiada en la 

resolución de los asuntos legales de las comunidades indígenas 

fortalece el reconocimiento y respeto a la diversidad cultural del 

país, lo que a su vez contribuye a la construcción de una 

sociedad más plural e inclusiva.  

En resumen, la legislación en favor de la gratuidad de los trámites 

administrativos para las comunidades indígenas es un paso importante 
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hacia la construcción de una sociedad más justa e inclusiva, donde se 

respeten y valoren los derechos de todos los ciudadanos por igual, 

fomentando así, la inclusión y la equidad social en el Estado de 

Guanajuato. 

No se omite mencionar que la jurisdicción del estado, en sentido 

amplio, no se refiere únicamente a los procesos jurisdiccionales y a los 

procedimientos seguidos en forma de juicio, sino entiéndase como 

las atribuciones que tiene el Estado, en todos sus órdenes de gobierno, 

de imponer su autoridad por medio de las leyes. 

En ese orden de ideas, se propone que la iniciativa de reforma no 

contemple solamente los procesos jurisdiccionales y los procedimientos 

seguidos en forma de juicio, sino también cualquier procedimiento 

administrativo que implique un trámite para las personas 

pertenecientes a una comunidad indígena, pues es ante la autoridad 

administrativa, donde muchas veces se ven violados sus derechos 

humanos. 

Por lo tanto se propone la siguiente adición a la propuesta de 

reforma: 

Artículo 45. Para que los pueblos y las comunidades indígenas tengan 

un efectivo acceso a la jurisdicción del Estado, en los procesos civiles, 

penales y administrativos, o en cualquier procedimiento administrativo, que 

se desarrolle o no en forma de juicio, que sea competencia de las 

autoridades del Estado y en el que intervenga un miembro de algún pueblo 

o comunidad indígena que no hable o escriba suficientemente y con soltura 

el idioma español, dicha persona contará con un traductor e intérprete ya 
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sea oficial o particular, el cual deberá tener conocimiento de la lengua y la 

cultura indígena.  

Para favorecer el acceso a la jurisdicción a los pueblos y comunidades 

indígenas, señalado en el párrafo anterior, además, las autoridades 

ordenarán en forma gratuita… 

Los jueces… 


